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MINISTERIO DE TRABAJO 
Y ASUNTOS SOCIALES

 10898 ORDEN TAS/1974/2005, de 15 de junio, por la 
que se crea el Consejo Tripartito para el segui-
miento de las actividades a desarrollar por las 
Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermeda-
des Profesionales de la Seguridad Social en 
materia de prevención de riesgos laborales en 
el ámbito de la Seguridad Social.

El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, mediante 
Resolución de 5 de agosto de 2003 (BOE de 21 de agosto) 
de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, aprobó 
el Plan General de Actividades Preventivas a desarrollar 
por las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades 
Profesionales de la Seguridad Social en el periodo 2003-
2005. En dicha Resolución se indicaba que el presente 
Plan General inicia una nueva etapa caracterizada por la 
institucionalización de las iniciativas de los Agentes 
Sociales respecto de las actividades preventivas de la 
Seguridad Social, a través del Consejo Tripartito estable-
cido en los Acuerdos adoptados en la Mesa de Diálogo 
Social de 30 de diciembre de 2002.

La Mesa de Diálogo Social en materia de Prevención 
de Riesgos Laborales formuló en la fecha indicada un con-
junto de propuestas, que fueron refrendadas por el Pleno 
de la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Tra-
bajo en su sesión del 29 de enero de 2003, entre las que 
figuraba la consistente en crear un Consejo Tripartito, for-
mado por representantes de la Secretaría de Estado de la 
Seguridad Social y de las Organizaciones Empresariales y 
Sindicales más representativas, a razón de cuatro por 
cada sector y hasta un máximo de doce miembros, pre-
viéndose la asistencia al mismo, con voz pero sin voto, de 
cuatro representantes de la Asociación de Mutuas de 
Accidentes de Trabajo.

En relación con las funciones a atribuir al citado Con-
sejo Tripartito, se hacía específica mención a la de formu-
lar propuestas al órgano de dirección y tutela de las 
Mutuas sobre acciones preventivas a incorporar al Plan 
General de Actividades Preventivas de la Seguridad 
Social, a desarrollar por las Mutuas de Accidentes de Tra-
bajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad 
Social, así como el conocimiento y evaluación de las acti-
vidades que desarrollen las mismas de la indicada natu-
raleza.

La presente Orden Ministerial, de acuerdo con la refe-
rida propuesta, viene a crear y a regular la composición y 
funciones del citado Consejo Tripartito, como órgano cole-
giado dependiente del Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales. Resulta necesario dictar esta disposición para la 
creación del Consejo, de acuerdo con lo que establecen 
los apartados 1 y 2 del artículo 40 de la Ley 6/1997, de 14 
de abril, de Organización y Funcionamiento de la Admi-
nistración General del Estado.

En su virtud, a propuesta del Secretario de Estado de 
la Seguridad Social, con la aprobación previa del Ministro 
de Administraciones Públicas, y en uso de las facultades 
otorgadas por el artículo 40 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, 
de Organización y Funcionamiento de la Administración 
General del Estado, dispongo:

Artículo 1. Creación.

Se constituye el Consejo Tripartito para el seguimiento 
de las actividades a desarrollar por las Mutuas de Acci-
dentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la 

Seguridad Social en materia de prevención de riesgos 
laborales en el ámbito de la Seguridad Social, como 
órgano colegiado de los regulados en los apartados 1 y 2 
del artículo 40 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organi-
zación y Funcionamiento de la Administración General 
del Estado.

Artículo 2. Estructura y composición.

El Consejo Tripartito que se crea por la presente Orden 
estará compuesto por un Presidente y los vocales que a 
continuación se determinan.

Será Presidente el Secretario de Estado de la Seguri-
dad Social.

Actuarán como vocales:
El Director General de Ordenación de la Seguridad 

Social, que sustituye al Presidente en caso de ausencia, el 
Director General de Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, el Director del Instituto Nacional de Seguridad e 
Higiene en el Trabajo y el Subdirector General de Ordena-
ción de las Entidades Colaboradoras de la Seguridad 
Social.

Cuatro representantes de las organizaciones empre-
sariales más representativas.

Cuatro representantes de las organizaciones sindica-
les más representativas.

También asistirán al Consejo, en calidad de asesores, 
cuatro representantes de la Asociación de Mutuas de 
Accidentes de Trabajo (AMAT), que actuarán con voz pero 
sin derecho a voto.

Actuará como Secretario el Subdirector General de 
Ordenación de las Entidades Colaboradoras de la Seguri-
dad Social.

Artículo 3. Funciones.

Corresponden al Consejo Tripartito regulado en la pre-
sente Orden, en todo caso, y sin perjuicio de las competen-
cias que tiene atribuidas la Comisión Nacional de Seguri-
dad y Salud en el Trabajo, los siguientes cometidos:

La formulación de propuestas a la Dirección General de 
Ordenación de la Seguridad Social, órgano al que corres-
ponde la coordinación y tutela de la gestión de las Mutuas 
de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de 
la Seguridad Social, sobre las acciones preventivas a incor-
porar al Plan General de Actividades Preventivas de la 
Seguridad Social a desarrollar por aquéllas.

Asimismo corresponderá al Consejo el conocimiento de 
los informes de seguimiento y evaluación de las activida-
des desarrolladas por las Entidades de la citada naturaleza 
que emita el órgano de coordinación y tutela mencionado.

La citada Dirección General informará al Consejo Tri-
partito acerca de las propuestas y proyectos normativos 
que afecten a las Mutuas de Accidentes de Trabajo y 
Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social en 
materia de prevención de riesgos laborales.

Artículo 4. Funcionamiento.

Para el cumplimiento de sus cometidos, el Consejo 
Tripartito se reunirá con periodicidad cuatrimestral. El 
Presidente del Consejo establecerá el calendario de sesio-
nes, el método de trabajo y, en general, decidirá sobre 
todas aquellas cuestiones que considere necesario con el 
fin de garantizar el adecuado funcionamiento del citado 
Consejo.

Sin perjuicio de las peculiaridades previstas en esta 
Orden, el funcionamiento del Consejo se ajustará a lo dis-
puesto en el Capítulo II del Título II de la Ley 30/1992, de 26 
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de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 5. Adscripción y medios.

1. El Consejo Tripartito estará adscrito al Ministerio 
de Trabajo y Asuntos Sociales, a través de la Secretaría de 
Estado de la Seguridad Social.

2. El funcionamiento del Consejo se llevará a cabo 
con los medios materiales y personales adscritos a la 
Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social.

3. Por la Gerencia de Informática de la Seguridad 
Social se adoptarán las medidas adecuadas para dotar a 
la citada Dirección General del soporte técnico necesario 
para el funcionamiento del Consejo.

Disposición final. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al 
de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Madrid, 15 de junio de 2005.

CALDERA SÁNCHEZ-CAPITÁN

Sr. Secretario de Estado de la Seguridad Social, Sra. Sub-
secretaria de Trabajo y Asuntos Sociales, Sr. Secreta-
rio General de Empleo y Sr. Presidente de la Asocia-
ción de Mutuas de Accidentes de Trabajo. 

COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE CATALUÑA

 10899 LEY 6/2005, de 2 de junio, de modificación de 
la Ley 7/1993, de 30 de septiembre, de Carre-
teras.

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento 
de Cataluña ha aprobado y yo, en nombre del Rey y de 
acuerdo con lo que establece el artículo 33.2 del Estatuto 
de autonomía de Cataluña, promulgo la siguiente

PREÁMBULO

La Generalidad de Cataluña tiene como grandes obje-
tivos de actuación la consecución del equilibrio territorial 
y la mejora de la competitividad de la economía cata-
lana.

Para alcanzar estos dos grandes objetivos, Cataluña 
debe contar con un sistema de infraestructuras que se 
ajuste a un modelo de desarrollo sostenible y que resulte 
coherente, eficiente y competitivo. El nuevo sistema debe 
permitir superar el déficit de determinadas infraestructuras 
viarias padecido desde hace tiempo y dar respuestas a las 
necesidades de desarrollo económico del país y generar 
igualdad de oportunidades, con el máximo respeto por el 
territorio y por los principios inspiradores de la Ley de la 
movilidad.

A partir de los objetivos mencionados, la presente ley 
tiene por objeto articular la intervención de los agentes 
privados en la financiación de la construcción y explota-
ción de las infraestructuras viarias, en el contexto de la 
modalidad del contrato de concesión de obra pública 

regulado mediante la Ley del Estado 13/2003, del 23 de 
mayo, reguladora del contrato de concesión de obras 
públicas.

Dicha figura contractual, regulada con carácter 
básico en la legislación estatal de contratos, se define 
como el contrato en virtud del cual la administración 
concedente otorga a un concesionario la construcción y 
la explotación, o solamente la explotación, de obras, y le 
reconoce el derecho a percibir una retribución consis-
tente en la explotación de la obra o en este derecho 
acompañado del de recibir un precio, de modo que se 
establece el equilibrio económico-financiero necesario 
entre ambas partes.

A pesar de la regulación exhaustiva de la ley estatal 
mencionada, la realidad de los ejes viarios de Cataluña y 
de las tipologías proyectuales existentes provoca que las 
previsiones de dicha ley deban ser adaptadas a la diná-
mica existente en Cataluña, regulada por la Ley 7/1993, de 
Carreteras. La modificación de la Ley 7/1993, tiene, pues, 
por objeto desarrollar las normas básicas reguladoras de 
la concesión de obra pública para conseguir una tramita-
ción ágil de los proyectos y, a su vez, adecuada a las tipo-
logías proyectuales reguladas por la ley de carreteras 
vigente.

La eficiencia del modelo desarrollado por la presente 
ley no va en detrimento de la participación institucional y 
social, sino que la potencia. Así, cabe destacar el estable-
cimiento de dos fases participativas, relativas a la obra en 
concreto y al modelo de gestión escogido.

Por otra parte, con la presente ley se otorga la máxima 
seguridad jurídica a la actuación de la Generalidad con 
respecto a las actuaciones llevadas a cabo ya antes de la 
entrada en vigor tanto de la ley estatal como de la ley 
catalana, con el establecimiento de un régimen transito-
rio, absolutamente necesario para actuar con seguridad 
ante grandes infraestructuras cuya definición, planifica-
ción y ejecución tienen larga duración en el tiempo.

Asimismo, el mantenimiento de la coherencia interna 
de la presente ley aconseja la modificación de la letra c) 
del artículo 19 de la Ley de carreteras.

Por último, la presente ley faculta a la Administración 
de la Generalidad para formalizar convenios con los entes 
locales para la ejecución de obras incorporadas en los 
proyectos de carreteras que inciden en la zona de influen-
cia de estas, para evitar las disfunciones que la actuación 
de administraciones diferentes en un mismo ámbito terri-
torial puede generar.

Artículo 1. Modificación del artículo 18 de la Ley 7/1993.

Se añade un apartado, el 5, al artículo 18 de la Ley 7/1993, 
de 30 de septiembre, de Carreteras, con el siguiente 
texto:

«5. La ejecución de los proyectos de carreteras 
puede ser llevada a cabo por la administración titu-
lar de la vía o por terceros. La Administración de la 
Generalidad y los entes locales, cuando se trata de 
proyectos que incorporan actuaciones en el ámbito 
de la misma carretera y en su zona de influencia, 
pueden suscribir convenios para determinar qué 
administración asume la ejecución del conjunto de 
las obras incorporadas en el proyecto, los términos 
y el alcance de la colaboración, y las facultades de 
dirección y control de las obras de ambas adminis-
traciones.»

Artículo 2. Adición de un capítulo a la Ley 7/1993.

Se añade un capítulo, el III, al título segundo de la 
Ley 7/1993, de 30 de septiembre, de Carreteras, con el 
siguiente texto:


